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  Foja 6
Exp. 691/2018-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 691/2018

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADAS: POLICÍA VIAL DE LA DIRECCION GENERAL DE SEGURIDAD PUBLICA MUNICIPAL QUE APLICO LA BOLETA DE INFRACCIÓN FOLIO ********** Y TESORERO MUNICIPAL AMBAS DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ.

	MAGISTRADO: MANUEL IGNACIO VARELA      MALDONADO.



	


San Luis Potosí, S.L.P., veintiséis de octubre del dos mil dieciocho. 
V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 691/2018, y
R E S U L T A N D O

I.- Por escrito recibido en este Tribunal, el veintitrés de agosto de dos mil dieciocho, compareció ********** en representación de la persona moral **********, a promover juicio contencioso administrativo, señalando como autoridades demandadas al Policía Vial de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal que aplico la boleta de infracción folio **********, y al Tesorero Municipal ambas de Soledad de Graciano Sánchez, señalando como acto impugnado el siguiente:
“…El cobro y pago que se realizó, mediante recibo serie **********, con folio número ********** de fecha 06 de agosto de 2018, por la cantidad de **********, expedido por la Tesorería Municipal de Soledad de Graciano Sánchez S.L.P., derivado de la emisión y la aplicación en perjuicio de mi poderdante de la boleta de multa e infracción en ella contenida mediante folio **********…”
II.- En auto de fecha veintiocho de agosto de dos mil dieciocho, se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta, a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas  para que dentro del término de diez días hábiles a que se refiere el artículo 240 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, contestaran lo que a su derecho conviniera, apercibidas que en caso de no hacerlo, se declararía la preclusión del derecho correspondiente y se les tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
Respecto a la suspensión solicitada por la parte actora, con el efecto que se le concediera el reembolso del cobro de la infracción impugnada señalada en la boleta de multa; el Magistrado Titular acuerdo no ha lugar a conceder la suspensión: en razón de que el cobro por la cantidad de **********, ya fue cubierto según consta en el recibo de cobro folio número **********, expedido por la Tesorería Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., el día seis de agosto del dos mil dieciocho y que adjuntó anexo a su demanda en la impresión original; en consecuencia el acto respecto del cual solicita la medida cautelar es un acto consumado y de concederla equivaldría a darle efectos restitutorios que son propios de la sentencia definitiva.
III.- En acuerdo de fecha trece de septiembre de dos mil dieciocho, se tuvo a las Autoridades demandadas por no contestada la demanda, al no acreditar el carácter con el que comparecieron, por lo que se les hizo efectivo el apercibimiento formulado en auto de veintiocho de agosto de dos mil dieciocho y se les tuvo por precluido su derecho para contestar la demanda y por contestando en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.
Por otra parte, se tuvo a la actora por admitidas como pruebas: Original de la boleta de infracción con número de folio **********, de fecha 06 de agosto de 2018; copia simple del recibo con folio **********, expedido por la Tesorería del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., el 06 de agosto de 2018, documental segunda que se detalla en el capítulo de pruebas de su escrito inicial de demanda; copia debidamente certificada por el Notario Público número 29, Licenciado José Luis Bravo Mendoza, con ejercicio en esta ciudad, del poder otorgado a favor del Licenciado ********** y/o C.P. **********; copia debidamente certificada por el Notario Público número 29, Licenciado José Luis Bravo Mendoza, con ejercicio en esta ciudad, de la tarjeta de circulación del vehículo infraccionado; Original de la carta factura, expedida por **********, el 30 de noviembre del año 2013; La presuncional legal y humana; y la instrumental de actuaciones, finalmente se fijaron las diez horas del dos de octubre de dos mil dieciocho para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo.
IV.- En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, y se hizo constar la inasistencia de las partes. Acto continuo el Secretario de Acuerdos dio lectura al escrito de demanda, e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza; en período de alegatos, el secretario certificó que estos no fueron formulados por ninguna de las partes; se dio por terminada la audiencia y finalmente se citó para resolver y se turnaron los autos al Magistrado para formular el proyecto respectivo.

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer, substanciar y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo, de conformidad con los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, artículos 1, 7 fracciones I y V, 9 fracción III, 24, 33, 34, 35 fracción VIII, 37 fracciones I, VI y VII, 52 y 54 de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, artículos 1, 2 párrafo segundo,  217,  248 y 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
SEGUNDO.- La existencia del acto impugnado se encuentra demostrada, toda vez que la parte actora exhibió a su demanda original de la boleta de infracción impugnada con folio ********** misma que obra en foja 22 de este expediente, a la cual se le concede valor probatorio pleno de acuerdo con el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado.
TERCERO.- La personalidad del Lic. **********, como Apoderado Legal de la persona moral **********, quedo acreditada con copia certificada del Poder Notarial de instrumento notarial número **********, tomo **********, suscrito por el licenciado **********Notario Público número veintinueve, el cual obra agregado en las fojas 14 a la 21 de autos y merece valor probatorio pleno en términos del artículo 72 fracción I del citado código.

El interés jurídico de la parte moral actora, quedo acreditado con base a lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo, con el acto impugnado que acompaña a su escrito inicial de demanda, en el cual se señala como propietario del vehículo infraccionado, con Original de la carta factura, expedida por **********, el 30 de noviembre del año 2013; y Copia certificada de la tarjeta de circulación, expedida por la Secretaria de Seguridad Pública del Estado, relativa al vehículo con placas **********, dichas documentales obran en las fojas 24 y 26 del expediente, y que merecen valor probatorio pleno en términos del artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al fondo del asunto.

En ese tenor; de acuerdo a lo que ordena el artículo 228, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado, la Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia, sin embargo no encontró ninguna que hacer valer, por lo que resulta procedente el análisis de los conceptos de violación planteados por la parte actora. 
QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan en las fojas 03 a la 12 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. “

SEXTO.- A juicio del Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le asiste la razón al actor, al señalar en su segundo concepto de impugnación, que la autoridad demandada no cumplió con la obligación de identificarse plenamente ante el actor, al momento de elaborar la boleta de infracción, transgrediendo así lo establecido por el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, en relación con el 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, al no contener y cumplir con todos y cada uno de los requisitos exigidos por dicha disposición que impone a los agentes de tránsito la obligación de identificarse plenamente ante los particulares con documento idóneo que deberá contener cuando menos nombre del agente, cargo, autoridad que expide la identificación y la vigencia de dicho documento.
Conforme a lo anterior, y atendiendo a la causa de pedir, que refiere que será suficiente que en alguna parte del escrito se exprese con claridad, señalándose cuál es la lesión o agravio que el quejoso estima le causa el acto, resolución o ley impugnada y los motivos que originaron ese agravio, para que el juzgador deba estudiarlo, y toda vez que el accionante se duele de que no se identificó el emisor de manera plena en términos del numeral 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí en vigencia, el que en concordancia a lo establecido por el numeral 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, en su párrafo tercero, relativo a la vigencia de la credencial con que se identifica la autoridad emisora, en su carácter de miembro de un cuerpo de seguridad pública, dispositivos legales que prevén lo siguiente:

“ARTICULO 91.- Para la aplicación de la sanción se levantará una boleta de infracción y sanción, que contendrá obligatoriamente los siguientes datos:
I. Nombre y cargo de quien levanta la boleta;

II. La circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, con que se identifica, relativas a nombre, cargo y vigencia de la credencial. Adicionalmente, se anotará el número de credencial y la autoridad que la expidió, conforme a las disposiciones que resulten aplicables; ..”
 (El énfasis es propio)

Del precepto legal trascrito se desprende de manera específica en su fracción II, que establece la circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, el cual textualmente señala lo siguiente:

ARTICULO 34. "Los cuerpos de seguridad pública deberán dotar a su personal de credenciales que los identifiquen como miembros de los mismos, las cuales además, en su caso, tendrán inserta la autorización para la portación de arma de fuego, expedida por la Secretaría de la Defensa Nacional.

Las credenciales serán plásticas o de papel especial, con textura gruesa y enmicada, debiendo contener el nombre, grado, fotografía, huella digital, grupo sanguíneo, fecha de expedición, firma del interesado, clave de inscripción en el Registro Nacional del Personal de Seguridad Pública, y clave única del Registro de Población; así como, en su caso, la inscripción voluntaria de donación de órganos en caso de fallecimiento.

Esta credencial tendrá vigencia de seis meses; queda prohibido el uso de credenciales metálicas.

Estas deberán llevar en el reverso la firma del titular de los respectivos cuerpos de seguridad, para cumplir con los requisitos de la licencia oficial colectiva de portación de armas de fuego.

Los servidores públicos a que se refiere este artículo incurrirán en responsabilidad, cuando expidan credenciales a personas que no pertenezcan a las instituciones de seguridad pública."

(El énfasis es propio)

Del numeral 34 párrafo tercero, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, se desprende que se indica la obligación de dotar al personal de seguridad pública, de credenciales que los identifiquen como miembros de los cuerpos de seguridad pública, las que contendrán entre otros requisitos una vigencia de seis meses, sin embargo en el caso que nos ocupa, la autoridad emisora del acto impugnado, Policía que la elaboró, parte integrante de un cuerpo de seguridad pública, como lo es la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, se observa de la boleta de infracción impugnada, la cual se localiza a foja 22 del presente expediente, el siguiente texto, en la parte que interesa:

"...DATOS DEL POLICIA VIAL. NOMBRE: **********. NO. DE GAFETE: 2405. CARGO: POLICIA 3°. VIGENCIA: 2018. GAFETE EXPEDIDO POR: Dirección General Seguridad Pública Municipal..."
De lo anterior se advierten los datos conducentes a la vigencia de la credencial con la que se identificó la autoridad emisora, los que se encuentran plasmados en la boleta impugnada, por lo cual, en lo relativo a la inconformidad de la parte actora, le asiste la razón al actor al señalar que no se cumple con la identificación plena y con el documento idóneo, toda vez que en el caso no se cumple con el requisito de la vigencia de la credencial, a que se refiere el numeral 34 párrafo tercero, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, en razón que de la parte relativa a la identificación, de manera concreta el dato de la vigencia, se advierte que se señala 2018, de ahí que no se cumple con el requisito de vigencia de seis meses, que debe contener la identificación del agente emisor, pues no es coincidente con la temporalidad de vigencia establecida en el dispositivo legal invocado con antelación, lo que se traduce en su ilegalidad.

En las relatadas condiciones, el documento que sustenta la identificación de la emisora del acto, no cumple con el requisito de vigencia a que alude el párrafo tercero del artículo 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, circunstancia que no se desprende del acto impugnado, para los efectos de la identificación plena como miembro del cuerpo de seguridad pública al que pertenece; por tanto se concluye válidamente que el documento con el que se identifica la emisora no satisface el requisito de temporalidad de la credencial con la que se identifica el oficial que elaboró la boleta de infracción impugnada, lo cual deja  en estado de indefensión al promovente de la presente controversia, al no cumplir con lo previsto en el artículo 91 fracción II, de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, relativo a la circunstanciación de los datos de la credencial a que se refiere el artículo 34 de la Ley de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, ello al identificarse con documento que no cumple con los requisitos señalados con antelación, por lo que no se cumple con la función de proporcionar certidumbre jurídica al gobernado con el acto de molestia, pues la circunstancia de que el funcionario que emitió la boleta de infracción impugnada, omitió identificarse plenamente con el documento idóneo, cumpliendo con la totalidad de los requisitos aludidos, hace ilegal el acto reclamado, pues constituye un vicio del procedimiento que afecta las defensas del particular y trasciende al sentido de la resolución impugnada, de conformidad con lo establecido por la fracción II del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Así las cosas, esta sala concluye que resulta procedente decretar la nulidad del acto impugnado por actualizarse la ilegalidad antes citada, al no reunir el acto impugnado, los requisitos a que se refiere el artículo 91 de la Ley de Tránsito del Estado de San Luis Potosí, en concordancia con lo establecido en el párrafo tercero del numeral 34 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, situación que deja en estado de indefensión al actor, pues se ha justificado que se transgredieron, las garantías de legalidad y seguridad jurídica a que se refieren los artículos 14 y 16 Constitucionales. En consecuencia de la nulidad decretada, este Tribunal, procede a dejar la boleta de infracción reclamada, sin efecto legal alguno, según lo dispone el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
De conformidad con lo dispuesto por los artículos 250 fracción I y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado, resulta procedente declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ, por consecuencia la NULIDAD del acto impugnado, y en términos de los establecido en el artículo 252 de dicho Ordenamiento esta sala Unitaria deja la boleta de infracción ********** de fecha seis de agosto de dos mil dieciocho sin efecto legal alguno, y a efecto de restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, se ordena a la autoridad demandada la cancelación total de la citada boleta, así como la devolución al actor de la cantidad de ********** **********por pago de infracción, según consta en el recibo de cobro con folio ********** expedido por la Tesorería del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, de fecha seis de agosto de dos mil dieciocho documental que obra en la foja 23 del expediente en el que se actúa, la cual hace prueba plena de conformidad con lo dispuesto en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado.
En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes. Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer  Tribunal  Colegiado  del   Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página:   466, que a la letra dice.

“CONCEPTOS DE VIOLACION ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 1, 7 fracciones I y V, 9 fracción III, 24, 33, 34, 35 fracción VIII, 37 fracciones I, VI y VII, 52 y 54 de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa, y los artículos  1, 2 párrafo segundo, 248, 249, 250 fracción I, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado es de resolverse y se resuelve:

PRIMERO. El Magistrado de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora probó su acción y en consecuencia se decreta la ILEGALIDAD E INVALIDEZ y por ende la NULIDAD LISA Y LLANA del acto impugnado consistente en la boleta de infracción identificada con el folio **********de fecha seis de agosto de dos mil diecisiete, dejándose sin efecto legal alguno por las razones vertidas en el considerando Sexto de esta sentencia.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora y por oficio a la Autoridad Demandada.

Así, lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal de Justicia Administrativa Licenciado Manuel Ignacio Varela Maldonado, quien actúa  con Secretario de Acuerdos que autoriza y da fe Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano.
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”.
